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Resumen

Las prácticas de gobierno en las instituciones de educación superior (ies) en Colombia han 
sido objeto de debate en la década actual. En este diálogo han participado el Ministerio de 
Educación Nacional, actores en los sistemas de gobierno de las ies e investigadores que 
han desarrollado estudios sobre el tema en particular. En el marco de este debate, el Con-
sejo Nacional de Educación Superior estableció la política pública para el mejoramiento 
del gobierno en las ies en noviembre de 2017. Esta política expresa aspectos relevantes 
para un buen gobierno en las ies del país, pero deja de lado otros que consideramos fun-
damentales traer a discusión. Este artículo realiza un análisis crítico a la política pública 
promulgada en el año 2017 y sugiere al Ministerio de Educación Nacional nuevos aspectos 
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que deben ser considerados en el establecimiento de lineamientos de gobierno para las ies  
colombianas.

Palabras clave: gobierno universitario, política pública, ies, buenas prácticas.
Clasificación jel: I28, G30.

A Critical Review to the Public Policy for the Improvement  
of Governance Practices at heis in Colombia

Abstract

Good governance practices in Higher Education Institutions (heis) in Colombia have been 
a subject of discussion during the past decade. The Ministry of Education, key actors in 
heis’ governance systems, and researchers with studies in this subject have participated 
in this dialogue. It was due to this debate that in November 2017 the National Council of 
Higher Education (cesu, by its acronym in Spanish) established the Public Policy for the 
improvement of Colombian heis’ governance. This policy highlights relevant aspects for 
good governance at Colombian heis but leaves behind many others that we want to bring 
to discussion. This paper undertakes a critical review to the public policy enacted in 2017 
and suggests to the Colombian Ministry of Education new issues to be considered in es-
tablishing governance guidelines for Colombian heis.

Keywords: University governance, public policy, heis, good practices.
jel Classification: I28, G30.

Uma revisão crítica da política pública para a melhoria  
das práticas de governança em ies na Colômbia

Resumo

As práticas de governança em instituições de ensino superior (ies) na Colômbia foram ob-
jeto de debate na década atual. Este diálogo teve a participação do Ministério da Educação 
Nacional, atores dos sistemas de governo das ies e pesquisadores, que desenvolveram 
estudos sobre o tema em particular. Como resultado desse debate, o Conselho Nacional 
de Educação Superior estabeleceu a política pública para o melhoramento de governança 
nas ies em novembro de 2017. Esta política expressa aspectos relevantes para uma boa 
governança nas ies do país, mas deixa de lado outros que consideramos fundamentais 
para debate. Este artigo realiza uma análise crítica da política pública promulgada no 
ano de 2017 e sugere ao Ministério da Educação Nacional novos aspectos que devem ser 
considerados no estabelecimento de diretrizes de governança para as ies colombianas.

Palavras-chave: governança universitária, política pública, ies, boas práticas.
Classificação jel: I28, G30.
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Introducción

En concordancia con la importancia que revisten las buenas prácticas de go-
bierno en las instituciones de educación superior (ies), en Colombia la reflexión 
alrededor del tema ha surgido de manera paulatina y se ha intensificado en 
los últimos cinco años. Uno de los primeros trabajos en abordar el tema es 
el de Cárdenas y Gutiérrez (2004), quienes resaltan limitaciones en aspectos 
jurídicos asociados a la actualización y contenido de los estatutos de las ies 
privadas y, específicamente, la carencia de un régimen de inhabilidades para 
los miembros de sus consejos directivos o superiores. De igual forma, señalan 
problemas en relación con el manejo financiero y la contratación, el pago y 
liquidación de los docentes, y limitaciones en algunas de ellas referentes a la 
acreditación de calidad y rendición de cuentas. 

Posteriormente, el trabajo de Restrepo, Trujillo y Guzmán (2012), resultado 
de una investigación financiada por el Ministerio de Educación Nacional en 
el marco de la Convocatoria para Realización de Estudios sobre Educación 
Superior del año 2012, vitaliza la discusión sobre la necesidad de buenas prác-
ticas de gobierno en las ies colombianas. Este estudio llevó a cabo entrevistas 
en profundidad a rectores de diferentes ies en el país.

Las conclusiones de Restrepo y colaboradores señalan la necesidad de 
definir perfiles con unas condiciones mínimas de formación y conocimiento 
del sector para los cargos de alta gerencia y los consejeros (miembros de juntas 
directivas), establecer claramente las responsabilidades legales y morales que 
asumen estos, ofrecer capacitación especializada en temas de gobierno para 
los consejeros, garantizar independencia en los consejos y propender por la 
implementación de prácticas que permitan reuniones efectivas y faciliten el 
aporte asertivo de los miembros del consejo. 

Es necesario resaltar que las recomendaciones en este estudio no se limi-
tan a sugerir mejores prácticas en los consejos. Los autores destacan aspectos 
como la concentración del poder en algunas ies y los riesgos de extracción de 
rentas a través de prácticas cuestionables y que no reconocen la naturaleza 
de estas instituciones como organizaciones sin ánimo de lucro; discuten los 
riesgos del exceso de democracia y de una democracia no basada en méri-
tos en las universidades públicas; argumentan la necesidad por parte de las 
ies de contar con códigos de buen gobierno y políticas relacionadas con la 
gestión de los conflictos de intereses; y concluyen con una reflexión sobre la 
pertinencia del establecimiento de unos mínimos de gobierno corporativo 
para las ies en Colombia, y la necesidad de incrementar las exigencias en tér-
minos de transparencia y revelación de la información, incluida la financiera. 
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A partir de entonces, se evidencia una dinámica de trabajo relevante para 
el sistema de educación superior colombiano en este particular. Por ejemplo, 
en el año 2013 el Ministerio de Educación Nacional (men) publicó la Guía 
para la creación e implementación de códigos de buen gobierno en las instituciones 
de educación superior (men, 2013). A través del documento, el Ministerio re-
salta la relevancia del gobierno corporativo para la gestión estratégica de las 
universidades, la gestión de riesgos y el ambiente de control. Además, hace 
explícito lo que el men considera un código de buen gobierno universitario 
y despliega el contenido que deberían tener las instituciones que deciden 
promulgar su código. Los aspectos por contemplar en esta propuesta son 
diversos, y aquí solo se mencionan algunos de ellos, como la orientación es-
tratégica, las políticas de buen gobierno deseables, las políticas de relación 
con los órganos de control internos y externos, las políticas de administra-
ción y gestión (por ejemplo, de conflictos de interés, y algunas específicas 
de grupos de interés estratégicos, como los empleados, la comunidad y el 
medio ambiente), y normas explícitas para la administración, seguimiento 
y evaluación del código. 

En el año 2014 se presentan dos hechos relevantes en la evolución de la 
discusión del gobierno universitario en Colombia. Primero, el men y la Escuela 
de Gobierno y Ética Pública de la Pontificia Universidad Javeriana publican 
el informe técnico titulado “Recomendaciones para una política pública sobre 
buen gobierno universitario en Colombia” (men y puj, 2014). Este esfuerzo, 
liderado por el abogado y secretario general de la Universidad Javeriana, 
Jairo Cifuentes Madrid, presenta las conclusiones derivadas de cinco mesas 
de trabajo a las que se convocaron directivos de ies colombianas, públicas 
y privadas, para identificar aspectos fundamentales para la construcción de 
una política pública de buen gobierno universitario para el país.

Las conclusiones de las mesas de trabajo resaltan la importancia de aspec-
tos del gobierno universitario como la dirección estratégica de las institucio-
nes, las relaciones con grupos de interés internos y externos, la rendición de 
cuentas y transparencia, y las políticas para la administración de conflictos 
de interés. Si bien las recomendaciones del documento no son tan detalladas 
como sucede en los códigos de buen gobierno alrededor del mundo, desta-
can aspectos fundamentales en el gobierno universitario y una preocupación 
generalizada en aquellos que participan del gobierno de las ies en el país.

El segundo hecho relevante del año 2014 fue la promulgación de la Ley 
1740 del 23 de diciembre de ese año, por la cual se establecen las normas 
de inspección y vigilancia de la educación superior en Colombia. Esta ley 
cobija a todas las ies del país y pretende velar por la calidad y continuidad 
del servicio público de educación superior. La ley en mención faculta al men 
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para realizar inspección mediante la solicitud y evaluación de todo tipo de 
información de la institución, especialmente actos y contratos, la verificación 
de la información entregada a la comunidad estudiantil activa y potencial 
(por ejemplo, en los procesos publicitarios), y la información inherente a los 
reportes y estados financieros. La vigilancia faculta al men a efectuar ejercicios 
de auditoría mediante visitas a la ies, especialmente sobre procedimientos 
financieros y contables, pero no limitados a este aspecto en particular, verifi-
car el cumplimiento de la ley en la prestación del servicio, solicitar informes 
detallados y realizar control a las actuaciones de los representantes legales, 
equipo de alta gerencia y miembros de órganos de dirección. 

De acuerdo con la Ley 1740, las acciones que puede tomar el men van des-
de solicitar el desarrollo e implementación de planes de mejoramiento hasta 
tomar el control administrativo de la ies enviando delegados a los órganos 
de gobierno. Las sanciones además pueden ser para los directivos, represen-
tantes legales, equipo de alta gerencia o revisores fiscales, y contempla san-
ciones monetarias y de separación de las funciones, así como imposición de 
inhabilidades hasta por diez años. Las ies se exponen a multas, suspensión 
o cancelación de programas académicos o registros calificados, y suspensión 
o cancelación de la personería jurídica.

En años más recientes el interés sobre el tema en particular incluso ha 
suscitado la realización y culminación de tesis de maestría (Prada-Rangel, 
2014; Méndez-Beltrán, 2015) o de doctorado (Flórez-Parra, 2015), que han 
conducido a publicaciones en revistas académicas (Flórez-Parra et al., 2017, 
2018). De igual manera, Restrepo y colaboradores han continuado con la 
agenda de investigación al respecto. Por ejemplo, en Bradford et al. (2018a) 
se hace un análisis al sistema de gobierno a nivel organizacional en las ies 
colombianas. Los autores argumentan que, dado la inexistencia de propieta-
rios en organizaciones sin ánimo de lucro, se espera que los consejos superio-
res o directivos cuenten con todo el poder y representen el máximo órgano 
de gobierno. Bajo esta situación y sin mecanismos de control efectivos, los 
consejos pueden hacer un mal uso de los recursos y distraer a la institución 
del cumplimiento de sus objetivos fundacionales. Sin embargo, los autores 
encuentran que en el 76 % de las ies privadas en Colombia existe una asam-
blea (de fundadores, miembros o representantes) como el máximo órgano 
de gobierno, con la potestad de nombrar el consejo. Bradford et al. (2018a) 
discuten la razón de ser, estructura y funciones de estos órganos, su poder 
excesivo y la necesidad de establecer un balance de poderes apropiado para 
evitar extracción de rentas y comportamientos autointeresados de parte de 
los miembros de estos órganos de gobierno en las ies privadas colombianas. 
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Otro artículo de los mismos autores resalta lo común que resulta el invo-
lucramiento familiar en las ies privadas del país, las cuales, al ser organiza-
ciones sin ánimo de lucro, en la gran mayoría de casos cuentan con familias 
que deciden financiar las instituciones en su etapa de formación, como una 
manera de contribuir al país y ejercer actividades de responsabilidad social. 
Sin embargo, en ocasiones este involucramiento familiar puede derivar en 
situaciones poco deseables, como la extracción de rentas por parte de la fa-
milia a través de transacciones con partes relacionadas y realizadas a precios 
que no corresponden a los del mercado. Por lo tanto, Bradford et al. (2018b) 
sugieren la necesidad de establecer unos mínimos de gobierno corporativo 
para regular el involucramiento familiar de los fundadores en las ies, poten-
ciando las externalidades positivas que esta situación genera y mitigando los 
posibles problemas de agencia y conflictos de interés asociados a ella. Para 
soportar sus argumentos, los coautores hacen una breve reseña del caso de 
la Fundación San Martín. 

El último hecho de vital importancia, y que motiva la escritura de este ar
tículo, está en que el Consejo Nacional de Educación Superior (cesu), mediante 
el Acuerdo 2 del 8 de noviembre de 2017, estableció la política pública para el  
mejoramiento del gobierno en las ies colombianas. Esta política expresa de 
manera concreta aspectos que el cesu considera relevantes para un buen 
gobierno en las ies del país, pero deja aspectos de lado que consideramos 
fundamentales traer a discusión. Por lo tanto, en la siguiente sección resalta-
remos las fortalezas de esta política, para luego emitir unas recomendaciones 
que permitirían hacer más comprensiva la propuesta del cesu para las ies 
del país. Finalmente, presentamos un comentario de cierre. 

1. Fortalezas de la política pública para el mejoramiento  
del gobierno en las ies colombianas

1.1. Generalidades

El cesu representa un organismo de gobierno nacional vinculado al men, con 
funciones de planificación, coordinación, recomendación y asesoría, por lo 
que está facultado para proponer políticas para la educación superior en el 
país. Por medio del Acuerdo 2 de 2017 (de ahora en adelante el Acuerdo), 
y en concordancia con la Ley 30 de 1992, el cesu reconoce como parte de la 
autonomía universitaria el derecho de las universidades a darse y modifi-
car sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, 
adoptar sus regímenes correspondientes y establecer, arbitrar y aplicar sus 
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recursos para el cumplimiento de su misión social y función institucional. 
Sin atentar contra dicha autonomía, el cesu establece la política pública para 
el mejoramiento del gobierno en las ies, buscando cualificar el gobierno de 
estas y asegurar calidad y pertinencia en el cumplimiento de sus funciones. 
Específicamente, este Acuerdo define principios de buen gobierno, presenta 
recomendaciones o lineamientos sobre buenas prácticas en el contexto del 
gobierno universitario, y hace explícitas herramientas para fortalecer los 
máximos órganos colegiados de gobierno en las ies. 

El Acuerdo presenta inicialmente conceptos sobre buen gobierno, defi-
niendo autonomía universitaria, gobierno institucional, código de buen go-
bierno, máximo órgano colegiado de gobierno, gobernabilidad, gobernanza, 
grupos de interés y rendición de cuentas. Queremos resaltar especialmente la 
definición de gobierno institucional como las políticas, estrategias, decisiones, 
estructuras y procesos, encaminadas al cumplimento de la misión con criterios 
de ética, eficiencia, eficacia, calidad, integridad y transparencia. Además, el 
Acuerdo otorga un papel relevante a la rendición de cuentas, a través de la 
cual los rectores, representantes legales y los órganos de gobierno responden 
e informan de manera periódica y planeada por el manejo eficiente y eficaz 
de los recursos, y, en general, por los resultados de la institución.

La definición puntual sobre gobierno a nivel institucional resulta un buen 
complemento a definiciones previas sobre gobierno en la educación superior 
(ocde, 2008), y ofrece claridad respecto a que el sistema de gobierno no está 
representado únicamente por normas, estructuras organizacionales o proce-
sos, sino que es una combinación de todo lo anterior con una orientación de 
productividad, integridad y transparencia, lo que permite el establecimiento 
de buenas prácticas de gobierno. 

Por otra parte, la revelación de información y transparencia ha sido am-
pliamente discutida como una práctica que permite reducir las asimetrías de 
información y exponer a las organizaciones a un mayor nivel de escrutinio por 
parte de sus grupos de interés. Las asimetrías de información emergen natu-
ralmente porque los miembros de los órganos de gobierno y del equipo de alta 
gerencia tienen más información respecto al quehacer de las organizaciones 
en comparación con los demás grupos de interés. Cuando las organizaciones 
son opacas afectan el funcionamiento de los mercados (Akerlof, 1970) y se 
hace más complejo el obtener recursos para desarrollar el objeto social de es-
tas. En este contexto, la construcción de reputación y confianza es importante 
para las instituciones bien gobernadas (Gomes, 2000), y lo anterior es posible 
a través de mecanismos de revelación que permitan señalar las buenas prác-
ticas a los diferentes grupos interesados (Spence, 1973, 1974). Por lo tanto, 
un acierto del Acuerdo está en el énfasis que da a esta práctica en particular.
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Revelación de información y transparencia hacen referencia a las buenas 
prácticas adoptadas para reducir la opacidad de las organizaciones e incenti-
var una comunicación asertiva con los diferentes grupos de interés. Tal como 
lo proponen Trujillo y Guzmán (2015), si el lector se pregunta cuál es la dife-
rencia entre revelación y transparencia, la respuesta es sencilla. La primera 
responde a los requerimientos de ley; y la segunda, a la adopción voluntaria 
de buenas prácticas para mitigar las asimetrías de información entre el equi-
po de alta gerencia y los distintos grupos de interés de las organizaciones, 
lo que incrementa la confianza por parte de los externos y conduce a mayor 
reputación para la organización. Sin embargo, es común que estos términos 
sean usados indistintamente.

1.2. Principios de buen gobierno

Otro punto a favor del Acuerdo está en resaltar unos principios orientadores 
de buen gobierno en el que se incluye la prevalencia de los intereses institu-
cionales, la toma de decisiones con base en evidencias, la declaración de los 
grupos de interés y la fluida relación con ellos, la gestión eficiente y eficaz de 
recursos, y la cultura de rendición de cuentas. La prevalencia de los intereses 
institucionales hace referencia a la necesidad de salvaguardar la institución 
en contra de intereses o motivaciones particulares e invita a hacer explícitos 
y a administrar eficientemente los conflictos de interés. Los problemas de 
agencia bajo los cuales priman intereses particulares que pueden afectar las 
organizaciones en general han sido estudiados por Jensen y Meckling (1976), 
Myers (1977), Fama y Jensen (1983), Shleifer y Vishny (1986) y Villalonga  
et al. (2015) principalmente, y en todos estos artículos se hace evidente cómo 
los intereses particulares de los administradores, de los miembros de los 
órganos de gobierno y de quienes ejercen la propiedad, pueden llevar a ex-
tracción de rentas y a atentar contra la viabilidad de las organizaciones. Es 
por ello que un manejo adecuado de los conflictos de interés constituye una 
base fundamental para el buen gobierno. 

El segundo principio, orientado a la toma de decisiones con base en eviden-
cias, recomienda a los máximos órganos de gobierno contar con un direccio-
namiento estratégico y con herramientas de gestión, como tableros de mando, 
una batería de indicadores e información proveniente de sistemas internos y 
externos. La formulación estratégica con participación de los consejos supe-
riores o directivos resulta fundamental para las ies. Según Andrews (1971), 
la estrategia corporativa representa una función vital de la junta directiva. 
Para el autor, la participación efectiva de la junta en el proceso de planeación 
estratégica es fundamental para el desempeño financiero y supervivencia de 
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las organizaciones. Investigaciones empíricas, como la de Siciliano (2005), 
demuestran que en la práctica estos órganos de gobierno participan en la de-
finición de la estrategia y el seguimiento a su implementación. Además, una 
comunicación efectiva entre los consejos superiores o directivos y los rectores 
incrementa la probabilidad de que el control que ejercen los primeros no se 
limite al desempeño financiero, y que, por el contrario, el acompañamiento 
de los consejos se enfoque en la formulación y despliegue de una estrategia 
coherente para la ies (Hendry y Kiel, 2004).

El tercer principio orientador de buen gobierno señala la necesidad para 
los máximos órganos de gobierno de hacer explícitos los grupos de interés de 
la ies, en una visión amplia que incluya grupos internos y externos, y la im-
portancia de identificar los intereses, requerimientos y expectativas de estos, 
para que la estrategia de relacionamiento con cada uno de ellos se desarrolle 
de manera coherente y comprensiva. Desde este enfoque, el gobierno de las 
organizaciones debe tener en cuenta no solo las expectativas de los grupos de 
interés con mayor poder de influencia o control. Este principio de gobierno 
está en concordancia con las discusiones que se vienen desarrollando en el 
sector corporativo. Tirole (2001) sostiene que la orientación tradicional basada 
en la generación de valor para los propietarios es demasiado reducida para 
realizar un análisis desde el punto de vista económico del gobierno corpora-
tivo, y define el gobierno corporativo como “el diseño de instituciones que 
inducen u obligan a la alta gerencia a internalizar el bienestar de los grupos 
de interés” (2001, p. 4).

El cuarto principio, que hace referencia a la gestión eficiente y eficaz de 
recursos, reconoce la importancia de hacer un buen uso de los recursos que las 
ies reciben del Estado o de la sociedad en general. Tal como lo discutiremos 
en las oportunidades para hacer más comprensiva esta política pública, bajo 
los sistemas de gobierno corporativo es fundamental garantizar un ambiente 
de control adecuado, buscando que los recursos financieros sean adminis-
trados correctamente. Los códigos de buen gobierno a nivel país y a nivel 
organizacional regularmente incluyen recomendaciones sobre las funciones 
de control interno y auditoría, así como la prevención del fraude (Trujillo y 
Guzmán, 2017). Aun cuando la política aquí analizada incluye como principio 
de buen gobierno la gestión eficiente y eficaz de los recursos, no desarrolla 
de manera explícita recomendaciones y no brinda herramientas al respecto. 

Como lo mencionamos anteriormente, el Acuerdo resalta la relevancia de 
la rendición de cuentas. Esto no se limita a las definiciones proporcionadas 
en el glosario, sino que es subrayado en el quinto principio de buen gobier-
no, bajo el cual se hace explícita la importancia de establecer una cultura  
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orientada1 a informar a los grupos de interés sobre la gestión de los recursos, 
el cumplimiento de los objetivos trazados, el desarrollo de los proyectos, el 
manejo de recursos y, en especial, de las expectativas cumplidas y no cum-
plidas. Lo más desafiante ante este principio es la identificación concreta 
de los grupos de interés, ya que en un sentido amplio son los individuos o 
colectivos los que pueden afectar o verse afectados por el desarrollo de los 
objetivos de la organización (Freeman, 1984). Sin embargo, que resulte una 
tarea compleja no implica que no sea necesaria. El reconocimiento de la exis-
tencia y relevancia de los diferentes grupos de interés permite a los consejeros 
y rectores establecer un diálogo productivo y políticas claras para generar 
valor compartido. La tabla 1 presenta una síntesis de estos principios de buen 
gobierno, consignados en el Acuerdo 2 de 2017.

Tabla 1. Principios de buen gobierno en el Acuerdo 2 de 2017

  Principio Conceptualización

1.
Prevalencia de los Inte-
reses Institucionales

Los miembros del Máximo Órgano de Gobierno institucional de-
ben salvaguardar los objetivos de la educación superior según la 
Ley, su Misión y el Proyecto Educativo Institucional.

2.
Toma de decisiones 
con base en evidencias

El proceso de toma de decisiones debe enmarcarse y ser consecuente 
con la realidad de la institución y el proyecto educativo. El mismo 
debe sustentarse en herramientas de gestión para su seguimiento.

3.
Declaración de los gru-
pos de interés y fluida 
relación con ellos

Los máximos órganos de gobierno deben identificar los grupos de 
interés de la institución y las estrategias para el relacionamiento 
con los mismos. 

4.
Gestión eficiente y efi-
caz de los recursos

Las instituciones de educación superior deben dar cuenta de una 
gestión eficiente y transparente de los recursos que le son entre-
gados por parte del Estado o la sociedad. De la misma manera, 
deberán acudir a diversas fuentes de financiación y mitigar la 
dependencia de una única fuente.

5.
Cultura de rendición 
de cuentas

Las instituciones de educación superior tienen el deber ético de 
construir una cultura de rendición de cuentas orientada a estable-
cer un diálogo continuo con los grupos de interés en relación con 
la gestión realizada en el ejercicio de su misión.

Fuente: Acuerdo 2 de 2017, por medio del cual se establece la política pública para el mejoramiento del go-
bierno en las instituciones de educación superior en Colombia.

1	 De acuerdo con Corbally y Sergiovanni (1984), una definición estándar de cultura 
podría incluir un sistema de valores, símbolos y significados compartidos por los integrantes 
de una organización, incluyendo la personificación de esos valores, símbolos y significados 
en objetos materiales y prácticas que se convierten en tradición. Por lo tanto, una cultura 
incluye costumbres y tradiciones, relatos históricos (míticos o reales), entendimientos tá-
citos, hábitos, normas y expectativas, significados comunes asociados con objetos fijos y 
rutinas establecidas, así como suposiciones compartidas, entre otros.
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1.3. Recomendaciones y herramientas 

El Acuerdo aquí analizado incluye recomendaciones específicas para un 
buen gobierno. Las primeras recomendaciones se ofrecen sobre las políticas 
institucionales, bajo las cuales se hace énfasis en la necesidad de establecer 
sistemas de información para el seguimiento al desarrollo de la razón de ser 
de las ies, así como en la necesidad de evaluar la pertinencia y contribución 
de los mecanismos de elección directa, puesto que la utilización de estos no 
constituye en sí misma un buen gobierno. Además, se invita a asegurar que 
la toma de decisiones sea llevada a cabo por las personas con mayor cono-
cimiento sobre ellas. Estas recomendaciones son fundamentales para evitar 
los riesgos asociados a los excesos de democracia y, a su vez, garantizar una 
democracia calificada (Restrepo et al., 2012). 

Respecto a los máximos órganos de gobierno, las recomendaciones señalan 
la importancia de su presidente, como vocero del colectivo. Adicionalmente, 
resaltan dentro de sus funciones la selección, nombramiento, apoyo, evalua-
ción y solicitud de retiro de la máxima autoridad personal de gobierno, que 
generalmente es el rector. Conforme con Fama y Jensen (1983), son funciones 
inherentes a las juntas directivas la selección, remuneración y despido de la 
alta gerencia. Un buen gobierno debe otorgar a los consejos la potestad de 
sancionar al rector cuando este actúa con negligencia, garantizando un equi-
librio de poderes adecuado para la ies en procura del bienestar colectivo. 

Otra recomendación fundamental relacionada con los máximos órganos 
de gobierno hace mención a la participación por mecanismos de elección 
directa, los cuales, según el Acuerdo, deben estar orientados por criterios de 
meritocracia. Además, si la participación es por designación, debe realizarse 
siguiendo la misma lógica. Lo anterior pretende nuevamente evitar los pro-
blemas asociados a los excesos de democracia. Para Huntington (1975), una 
institución donde el nombramiento de los profesores está sujeto a la aprobación 
de los estudiantes puede ser una institución más democrática, pero no necesa-
riamente una mejor institución. Así mismo, se busca establecer en las ies una 
democracia calificada, construida sobre la meritocracia, y se propende por 
mejores perfiles en los consejos superiores o directivos (Restrepo et al., 2012). 

Para estos órganos colectivos, la política pública sugiere igualmente al-
gunas recomendaciones orientadas a su buen funcionamiento, como procu-
rar sesiones efectivas con agendas estratégicas, procedimientos definidos y 
mecanismos que faciliten la participación de los consejeros. Posteriormente, 
las recomendaciones se centran en los consejeros. Para ellos aclara su papel 
de fideicomisarios, procurando la continuidad de la ies, la calidad en el 
servicio prestado, la no intromisión en las tareas administrativas, la defensa 
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del interés común antes que el de algún grupo o individuo en particular, la 
asistencia periódica a las reuniones y la capacitación permanente. Además, 
invita a no establecer relaciones comerciales con la institución y a revelar 
cualquier conflicto de interés. Todo lo anterior en concordancia con lo que 
se espera de los integrantes de los máximos órganos de gobierno (Fama y 
Jensen, 1983; Restrepo et al., 2012; Trujillo et al., 2015). 

Las recomendaciones igualmente sugieren que los procesos para la elec-
ción de la máxima autoridad personal de gobierno consideren mecanismos 
de participación de la comunidad, sin ser vinculantes ni exclusivos como 
mecanismos de elección, y que la ies considere no solo a egresados o funcio-
narios de la institución. Lo anterior pretende evitar el nepotismo y el favore-
cimiento a algunos individuos por sus relaciones interpersonales. Se busca 
facilitar el acceso a un grupo más amplio de capital humano al momento de 
seleccionar los rectores, incrementando la probabilidad de contar con alguien 
idóneo para este cargo (Coffee, 1999; Bertrand y Schoar, 2006).

La política culmina ofreciendo una discusión de lo que el cesu conside-
ra herramientas para el buen gobierno, como la actualización normativa, el 
seguimiento a procesos de calidad académica, la batería de indicadores, el 
manual de rendición de cuentas de los máximos órganos de gobierno y el 
manual de inducción para sus miembros. De estas herramientas queremos 
destacar aquellas claramente relacionadas con prácticas de buen gobierno, 
como la actualización y diseño de una normativa interna adecuada, con po-
líticas explícitas para hacer más eficiente el sistema de gobierno interno de 
la ies, así como el diseño de una política de inducción para los miembros de 
los consejos, para garantizar su rápida adaptación y potenciar su capacidad 
de contribución enmarcada en la realidad de la institución que acompañan 
(Restrepo et al., 2012; Guzmán y Trujillo, 2016). 

Luego de reconocer en esta sección las fortalezas de la política pública 
para el mejoramiento del gobierno de las ies acordada por el cesu, en el si-
guiente aparte de este artículo haremos explícitos los aspectos desatendidos 
que hemos identificado en el análisis a este Acuerdo y que consideramos de 
vital importancia para el buen gobierno en las ies colombianas.

2. Oportunidades para hacer más comprensiva la política pública 
para el mejoramiento del gobierno en las ies colombianas

2.1. Sobre las políticas institucionales ausentes

Los lineamientos en el ámbito internacional sobre buenas prácticas resaltan 
generalmente políticas indispensables para un buen gobierno. De ellas podemos 
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mencionar tres en particular: la política para el manejo de los conflictos de 
intereses, la política de transacciones con partes relacionadas y la política de 
relevación de información, todas ellas de potestad de las juntas directivas, 
lo que, para el caso particular de las ies, representan políticas que deben ser 
definidas por los consejos superiores o directivos. 

Los conflictos de interés en el ámbito organizacional han sido estudiados 
por teóricos relevantes como Jensen y Meckling (1976). Para estos autores, las 
organizaciones representan un escenario en el que los intereses en conflicto 
de diferentes individuos (algunos representando otras organizaciones) llegan 
a un equilibrio en un marco de relaciones contractuales a través de un proce-
so complejo. Además, afirman que siempre que se administran recursos de 
terceros es de esperarse algo de negligencia y un comportamiento orientado 
al interés particular y no al bienestar común. Denis (2001), a través de una 
reseña a 25 años de investigación en gobierno corporativo, muestra cómo 
los mecanismos de gobierno están diseñados para mitigar los conflictos de 
interés. De ahí la importancia de hacer explícita una normativa interna que 
haga referencia a estos conflictos y que fije los lineamientos para gestionarlos.

De acuerdo con Guzmán y Trujillo (2016), la política para la gestión de 
los potenciales conflictos de interés debe hacer explícita su definición, trata-
miento, inhabilidades e incompatibilidades, políticas de divulgación y me-
canismos de resolución de las posibles controversias que se puedan generar 
en el interior de la organización. También se puede incluir un apartado que 
haga mención a las normas internas de la compañía relacionadas con la mi-
tigación de estos conflictos. 

Uno de los referentes más relevantes en el país y que ofrece recomenda-
ciones para buen gobierno es el Código de Mejores Prácticas Corporativas, 
promulgado por primera vez por la Superintendencia Financiera en el año 
2007 y actualizado en el año 2014. Este código ha servido de referente en el 
ámbito nacional para diferentes sectores, como el sector salud y el sector soli-
dario. En las recomendaciones de mejores prácticas consagradas en la Circular 
Externa 28 de 2014, se sugiere a las juntas directivas establecer una política 
y un procedimiento definido y formalizado en la normativa interna para el 
conocimiento, administración y resolución de las situaciones de conflicto de 
interés, ya sean directos o indirectos a través de partes vinculadas, que pue-
dan afectar a los miembros de la junta directiva y demás administradores. 
Igualmente, sugiere a los integrantes de los órganos de gobierno y a la alta 
dirección informar periódicamente la existencia de conflictos de interés que 
los afecten. Lo anterior señala la necesidad de supervisar y administrar este 
tipo de conflictos, especialmente cuando afectan a personas que ostentan po-
der y participan activamente en la toma de decisiones de las organizaciones. 
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Respecto a las transacciones con partes relacionadas, Gordon et al. (2004) 
las definen como operaciones que se llevan a cabo entre la organización y 
alguno de los miembros del equipo directivo, de los órganos de gobierno o 
de los accionistas principales. Los autores encuentran que están transacciones 
pueden ir desde préstamos otorgados por la organización, hasta la compra de 
bienes o servicios provistos por altos ejecutivos o miembros de los órganos de 
gobierno. Además, los autores demuestran el efecto negativo de estas opera-
ciones sobre el desempeño financiero de las organizaciones. Nekhili y Cherif 
(2011) igualmente concluyen que este tipo de transacciones afecta de manera 
negativa el desempeño financiero de las organizaciones, y también ofrecen 
evidencia de que sugiere que buenas prácticas de gobierno corporativo y un 
ambiente de control fuerte, con un auditor externo reconocido, disminuyen 
la probabilidad de ocurrencia de este tipo de transacciones. 

La política de transacciones con partes relacionadas o de operaciones con 
partes vinculadas es fundamental y complementa la política para la adminis-
tración de conflictos de interés. Nuevamente, la Circular Externa 28 de 2014 
recomienda la definición de esta política por parte de las juntas directivas. Una 
adaptación de la definición de una parte vinculada o relacionada, tomada de 
la Guía de gobierno corporativo para sociedades cerradas y de familia (ssoc, 2009), 
es la siguiente: por parte vinculada o relacionada se entiende las personas 
jurídicas o naturales relacionadas con los fundadores, integrantes de los ór-
ganos de gobierno, rector, vicerrectores, decanos y otros ejecutivos clave de la 
institución. Ejemplos de estas, respecto de las personas naturales, pueden ser: 
a) El cónyuge o compañero permanente o personas con análoga relación de 
afectividad, como los novios. b) Los padres, suegros, hijos, hijastros, herma-
nos, hermanastros y cuñados. c) Los padrastros, madrastras, yernos y nueras.  
d) Los socios en negocios o emprendimientos, o aliados comerciales del rec-
tor, vicerrectores, decanos y otros ejecutivos clave, en actividades con ánimo 
de lucro. Ejemplos de estas, respecto de las personas jurídicas pueden ser:  
a) Las sociedades que tengan la consideración de algún grado de asociación, 
como empresa del grupo, asociada a un mismo conglomerado empresarial. 
b) Las sociedades que compartan algún miembro de junta directiva o las ies 
que compartan algún miembro de consejo superior o directivo. c) Las socie-
dades que tengan como accionistas o socios a los fundadores, integrantes 
de los órganos de gobierno, rector, vicerrectores, decanos y otros ejecutivos 
clave de la institución.

Una política formal de transacciones con partes relacionadas define cuán-
do una operación es considerada como tal y qué acciones deben realizarse 
para asegurar que no sean perjudiciales, sean necesarias para la institución y 
se realicen a precio y condiciones de mercado. Sostener políticas adecuadas 
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en esta materia permite que las instituciones se muestren transparentes ante 
la mirada externa, es decir, ante los grupos de interés y entes reguladores. 
Conforme con la Circular Externa 28 de 2014, una política al respecto debe 
abordar por lo menos tres aspectos. El primero es la valoración de la operación, 
para garantizar la igualdad de trato de los diferentes grupos de interés y el 
respeto a las condiciones de mercado. El segundo es la aprobación, que debe 
estar a cargo de los consejos superiores o directivos sin participación de la 
parte interesada, y si es el caso, dependiendo de la cuantía y de la estructura 
de gobierno de la ies, del máximo órgano colectivo, en caso de existir otro 
diferente a los consejos y con mayor autoridad. El tercer aspecto es la reve-
lación, que implica la divulgación de este tipo de operaciones a los grupos 
de interés. De acuerdo con la Circular Externa 28 de 2014, este tipo de opera-
ciones no son negativas necesariamente, y en ocasiones pueden ser económi-
camente beneficiosas y generadoras de valor, pero, en otras oportunidades, 
pueden generar un riesgo de abuso o de apropiación indebida. Aquí radica la 
importancia de la política y la transparencia alrededor de estas operaciones.

Finalmente, respecto a la revelación de información, además de los argu-
mentos y trabajos teóricos citados previamente, Católico (2012) argumenta 
que esta práctica de gobierno constituye la base para la rendición de cuentas 
y encuentra también que factores como la calidad en la gestión de las ies, la 
financiación por parte del Estado y la calidad en los resultados de investiga-
ción están relacionados con buenas prácticas de revelación por parte de las ies 
colombianas. Por otra parte, Flórez-Parra et al. (2017) resaltan el incremento 
en las demandas de la sociedad en general en los últimos años por un mayor 
nivel de transparencia y de rendición de cuentas por parte de las ies. Para estos 
autores, las universidades colombianas han venido implementando mecanis-
mos que responden a estas presiones del entorno y encuentran una relación 
entre las prácticas de revelación y el buen gobierno en estas instituciones. 

La política de revelación de información a nivel institucional debe ser 
aprobada por el consejo superior o directivo, y debe identificar el departa-
mento o unidad responsable en el interior de la ies de proponer y desplegar 
la política, la información por revelar, la forma de hacerlo, los grupos de inte-
rés a quienes se debe revelar información, los mecanismos que garantizan la 
calidad y pertinencia de la información revelada, y los procedimientos para 
determinar qué información es de carácter confidencial para la institución 
(Restrepo et al., 2012; Circular Externa 28 de 2014).

Todas estas políticas pueden recogerse en el Código de Buen Gobierno de 
la ies, el cual constituye un documento único que busca formalizar, sintetizar 
y dar a conocer las normas relacionadas con el buen gobierno establecidas 
por una organización. La consolidación de las disposiciones voluntarias y 
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regulatorias adoptadas por las ies evidencia el compromiso adquirido por 
los órganos de gobierno en busca de una gestión que atienda los diferentes 
grupos de interés (Guzmán y Trujillo, 2016).

2.2. Sobre las recomendaciones asociadas a los máximos  
órganos de gobierno

Aun cuando la política pública aquí analizada orienta la mayoría de reco-
mendaciones a los consejos superiores o directivos, es deseable incluir dos 
aspectos adicionales. Primero, en lugar de sugerir como recomendación la 
convocatoria periódica de las reuniones de estos órganos de gobierno, con 
sesiones efectivas y agendas estratégicas, es más comprensivo sugerir a las 
ies el establecimiento de reglamentos con normas detalladas para el funcio-
namiento de los órganos de gobierno. Huse (2000) resalta la importancia de la 
formalización de las reglas de los órganos de gobierno, no solo por adopción 
voluntaria, sino como respuesta a los cambios regulatorios que buscan mayor 
formalidad en las prácticas de gobierno organizacionales, y, especialmente, 
en la claridad sobre las obligaciones de los equipos de alta gerencia versus 
las obligaciones de los órganos que los asesoran y supervisan. 

Según Guzmán y Trujillo (2016), los reglamentos permiten garantizar 
el adecuado funcionamiento de los órganos de gobierno, mantener una de-
lineación clara de sus funciones, establecer las normas relacionadas con su 
composición y con el desarrollo de reuniones efectivas.

Se recomienda incorporar en el reglamento el objeto y ámbito de aplicación, 

la descripción de los tipos de reuniones, el lugar en que se deben desarrollar, 

el número de reuniones o cronograma anual, los medios para realizar la con-

vocatoria y, de manera especial, el contenido mínimo que debe tener cada 

convocatoria. Con respecto a las reuniones se sugiere establecer reglas concer-

nientes al quórum necesario para la toma de decisiones; disposiciones sobre 

la asistencia de los participantes, el orden del día y los lineamientos generales 

de lo que debe incluir la agenda; los roles específicos durante el desarrollo 

de las reuniones; los procedimientos para dar por terminada la reunión y los 

concernientes a la elaboración y validación del contenido de las actas. Ade-

más, en aras del buen funcionamiento de este órgano de gobierno, se sugiere 

especificar claramente las funciones y responsabilidades para el presidente y 

el secretario [del consejo superior o directivo]. El reglamento igualmente re-

presenta un mecanismo que permite establecer la calidad, la responsabilidad, 

las inhabilidades y las incompatibilidades de los [consejeros], en conjunto con 

los criterios de selección, los esquemas de remuneración, los principios de 
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actuación y las sanciones en caso de incumplimiento de lo estipulado por el 

documento en relación con los deberes y responsabilidades de los [consejeros] 

(Guzmán y Trujillo, 2016, p. 80).

Los reglamentos de los órganos directivos igualmente permiten esta-
blecer normas sobre su composición (determinando claramente el número 
de externos), los comités de apoyo y su conformación y funciones, los pro-
cedimientos para evaluación de su desempeño y para inducción de nuevos 
miembros, y la responsabilidad del consejo en la promulgación de las tres 
políticas discutidas en el aparte anterior. 

El segundo aspecto por incluir como recomendación para el buen fun-
cionamiento de los órganos de gobierno en las ies está relacionado con la 
necesidad de adelantar procesos de evaluación periódicos. Kiel y Nicholson 
(2005) afirman que la evaluación del actuar colectivo de los órganos de go-
bierno y de cada uno de sus miembros permite reconocer y corregir proble-
mas de gobierno corporativo. Además, de acuerdo con estos autores, estas 
evaluaciones permiten establecer una cultura orientada al desempeño en la 
organización, permiten diferenciar claramente las funciones del ejecutivo 
principal y su equipo de las funciones de los órganos de gobierno, ayudan a 
construir mejores relaciones y a desarrollar una mejor comunicación entre los 
actores principales en el sistema de gobierno de la organización, y mejoran los 
procesos de rendición de cuentas y toma de decisiones a nivel organizacional. 

Conforme con la Circular Externa 28 de 2014, hace parte de las funciones 
de estos órganos de gobierno organizar el proceso de evaluación anual, tanto 
como órgano colegiado de administración como de sus miembros individual-
mente considerados, de acuerdo con metodologías comúnmente aceptadas 
de autoevaluación o evaluación, que pueden considerar la participación de 
asesores externos. Este tipo de evaluaciones permite a los órganos de gobierno 
mejorar su eficacia, delimitar las funciones, hacer explícitas las expectativas 
de los consejeros, mejorar las relaciones entre ellos y con la alta dirección, 
evaluar la combinación de capacidades y cualidades, identificar oportunida-
des de capacitación, áreas de mejora y problemas que atentan contra su buen 
funcionamiento (Trujillo et al., 2015). 

2.3. Sobre las recomendaciones asociadas a la máxima autoridad  
personal de gobierno

El Acuerdo bajo análisis resalta la importancia de contar con procesos técnicos 
para la selección de candidatos que ejerzan el cargo de rector de la institución. 
Sin embargo, es necesario mayor claridad y recomendaciones más puntuales 
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al respecto. Regularmente las funciones de nominación y remuneración de 
altos ejecutivos y miembros de los órganos de gobierno están a cargo de un 
comité de gobierno designado para tal fin. Los consejos superiores o directi-
vos pueden contar con el apoyo de comités para el ejercicio de sus funciones, 
los cuales generalmente adelantan funciones de auditoría, gestión de riesgos, 
nombramientos y retribuciones, y buenas prácticas de gobierno. Según Guz-
mán y Trujillo (2016), estos órganos de gobierno deben analizar las bondades 
de “constituir en su seno comités especializados que actúen como órganos 
de estudio y apoyo para materias específicas, a veces de gran complejidad 
técnica, y que tengan la capacidad de presentar propuestas y, eventualmente, 
ejercer por delegación ciertas funciones” (p. 88). Estos comités pueden ser 
temporales o permanentes, y representan una extensión del consejo; es de-
cir, no son órganos independientes y consecuentemente sus funciones serán 
aquellas que decida el propio consejo.

Sun y Cahan (2009) y Sun, Cahan y Emanuel (2009) demuestran que los 
comités de nombramientos y remuneración, cuyos miembros cuentan con 
experiencia e independencia respecto a la alta dirección, llevan a compen-
saciones adecuadas para el equipo directivo, con un impacto positivo en 
el desempeño financiero de las organizaciones. De acuerdo con la Circular 
Externa 28 de 2014, el comité de nombramientos y remuneración apoya a 
los consejos en estas funciones, por lo que algunos de sus miembros deben 
contar con conocimientos en estrategia, recursos humanos (reclutamiento y 
selección, contratación, capacitación, administración o gestión del personal), 
política salarial y materias afines. Así mismo, dentro de sus funciones están 
las de evaluar de manera periódica las competencias, conocimientos y expe-
riencia de los miembros de los órganos de gobierno y el equipo de alta direc-
ción; evaluar los candidatos que pueden ejercer como la máxima autoridad 
personal de gobierno y proponer su nombramiento y remoción; plantear los 
criterios bajo los cuales se contrata y remunera a ejecutivos clave; formular 
la política de remuneración de los miembros del equipo directivo y de los 
órganos de gobierno si es el caso; y sugerir la política de recursos humanos 
de la ies, entre otras.

Aquí es necesario revaluar si es recomendable sugerir a las ies constitu-
ción de algunos comités de apoyo a los consejos en tareas tan críticas como 
las funciones de auditoría y control interno, administración de riesgos, se-
guimiento a las buenas prácticas y nombramientos y remuneración. Además 
de las bondades resaltadas por Sun y Cahan (2009) y Sun, Cahan y Emanuel 
(2009) respecto al comité de compensación, otros estudios demuestran los 
beneficios asociados a los comités de auditoría. Por ejemplo, Xie et al. (2003) 
demuestran que en las organizaciones en donde se cuenta con comités de 
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auditoría con una proporción de miembros expertos en finanzas la manipula-
ción de los estados financieros es menos probable. Huang et al. (2009) expone 
que las organizaciones con órganos de gobierno más independientes y activos 
deciden conformar comités de gobierno corporativo de manera voluntaria 
y con ello logran mitigar el comportamiento oportunista de los ejecutivos 
en el interior de la organización. En general, las investigaciones en el sector 
empresarial han demostrado que las juntas directivas que cuentan con co-
mités de apoyo generan un impacto positivo en el desempeño financiero de 
las empresas (Upadhyay et al., 2014).

2.4. Sobre el reconocimiento de la pluralidad en los órganos  
de gobierno de las ies privadas

Recientemente Bradford et al. (2018a) analizaron los órganos de gobierno en 
las ies privadas del país. Los autores encuentran que el 75 % de las ies priva-
das colombianas cuentan con una especie de asamblea de representantes, un 
órgano de gobierno que toma nombres como asamblea general, asamblea de 
miembros, asamblea general de miembros, consejo de fundadores, asamblea 
de fundadores, sala general, sala general de miembros o cuerpo de electores. 
Este órgano cuenta en promedio con 16 miembros, los cuales pueden clasifi-
carse como fundadores, adherentes o benefactores, honorarios, miembros de 
número, miembros elegidos por otro órgano de gobierno o escogidos entre la 
comunidad de la ies. Sin embargo, en este órgano el poder de los fundadores 
es evidente. Se encontró mención a miembros fundadores en el 92 % de las 
ocasiones, y ellos son los que tienen el poder de elegir directamente, o por 
votación mayoritaria de la asamblea, a los benefactores (mencionados en el 
58 % de las ies), honorarios (mencionados en el 31 % de las ies), miembros 
de número (mencionados en el 12 % de las ies) o miembros escogidos entre 
aquellos que conforman la comunidad de la ies (mencionados en el 22 % de 
las ies). Solo los miembros elegidos por otros órganos de gobierno no son 
designados por los fundadores, pero esto solo ocurre en el 4 % de las ies. 

De acuerdo con Bradford et al. (2018a), estas asambleas cuentan con el 
poder de designar una proporción de los consejos superiores o directivos 
en el 94 % de los casos, y en el 33 % deciden sobre la mayoría de los puestos 
de consejeros consagrados en los estatutos. Dentro de sus funciones están, 
además, las de vigilar el cumplimiento de los objetivos fundacionales (94 % 
de los casos), el 83 % son responsables de aprobar reformas a los estatutos, el 
81 % de designar el revisor fiscal y el 86 % de aprobar los estados financieros 
anuales. Los autores señalan un ambiente de control débil, ya que solo el 
10 % contempla entre sus funciones el definir el sistema de control interno, 
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no hay evidencia de la existencia de comités de auditoría y solo siete de las 
ies analizadas cuentan con un comité de nombramientos y remuneración. 
Pero más revelador aún es el hallazgo de Bradford et al. (2018a) respecto al 
poder que ostentan estos órganos de gobierno. Por ejemplo, el 61 % de estas 
asambleas tienen la potestad de nombrar y remover al rector, una función 
inherente al consejo superior o directivo, que debe asesorar y supervisar el 
actuar del equipo directivo. Algunas asambleas incluso tienen injerencia en 
aspectos académicos (20 % de los casos) y cuentan con un número de cuatro 
o más reuniones ordinarias al año (13 %), lo que puede indicar una interfe-
rencia en las funciones que competen al consejo y al equipo directivo. Asam-
bleas excesivamente poderosas pueden llevar a consejos inoperantes, poco 
activos, decorativos, con consejeros pasivos e indiferentes con bajo nivel de 
compromiso (Kretek et al., 2013).

Dado la existencia de órganos de gobierno con mayor poder al de los 
consejos superiores o directivos, y la coexistencia de dos órganos de gobierno 
en las ies privadas colombianas, es imperante que una política pública para 
el mejoramiento de gobierno en las ies del país reconozca esta pluralidad de 
órganos de gobierno y emita recomendaciones para evitar una concentra-
ción de poder en uno u otro órgano. Un buen gobierno debe garantizar un 
equilibrio de poderes para evitar que los miembros de estos órganos tomen 
ventaja del exceso de poder a fin de poner la ies al servicio de sus intereses 
particulares y generar situaciones de extracción de rentas, que afecten la utili-
zación eficiente de recursos y desconozcan el bienestar común, privilegiando 
un interés particular. Siguiendo a Bradford et al. (2018b), como parte de las 
recomendaciones para un buen gobierno, es posible incluir protocolos de 
relacionamiento de los fundadores con las ies, en donde se hagan explícitos 
compromisos y reglas de interacción que permitan potenciar los beneficios 
del involucramiento por parte de los fundadores y mitigar posibles riesgos 
que puedan llevar a situaciones no deseables en las que los fundadores ob-
tienen beneficios económicos en detrimento de la prestación del servicio de 
educación superior.

2.5. Sobre la ausencia de recomendaciones asociadas  
a la arquitectura de control

La arquitectura de control es un componente fundamental en el sistema de 
gobierno corporativo a nivel organizacional y las recomendaciones al respecto 
necesarias, si lo que se quiere es alentar un buen gobierno. La arquitectura o 
ambiente de control pretende incentivar una cultura de prevención y control 
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dentro de las organizaciones, por lo que contempla los procesos de control 
interno, la auditoría, la administración del riesgo y la función de cumplimiento. 
Hay et al. (2008) afirman que el control interno y la auditoría externa, antes 
que sustitutos, resultan herramientas complementarias y necesarias para 
garantizar un ambiente de control adecuado. Krishnan y Visvanathan (2007) 
encuentran que cambios frecuentes en los auditores y comités de auditoría 
con menor proporción de expertos financieros experimentan mayores fallas 
en los sistemas de control interno. Además, estas fallas están relacionadas 
con correcciones a los estados financieros de las organizaciones. 

Conforme con Trujillo y Guzmán (2017), los códigos de buen gobierno 
pretenden incrementar la calidad de los sistemas de gobierno y pueden 
desarrollarse a nivel organizacional, gremial, sectorial o a nivel país. Los 
primeros códigos a nivel país surgieron a partir de fallas en los sistemas de 
gobierno corporativo que llevaron a escándalos en los mercados de capitales. 
De acuerdo con Cuomo et al. (2016), el primer código nacional es el Código 
Cadbury, emitido en el Reino Unido en 1992. Aun cuando otros autores re-
conocen antecedentes previos, existe un acuerdo general en la literatura res-
pecto a la relevancia de este, porque ha influenciado el contenido de los más 
de 90 códigos país en el mundo (Trujillo y Guzmán, 2017). El código resalta 
especialmente la importancia de los auditores, que proveen verificaciones 
externas y objetivas, además de la relevancia de los comités de auditoría y 
de los sistemas de control interno para supervisar la gestión de los recursos 
financieros. 

La Circular Externa 28 de 2014 resalta la necesidad de establecer un ambien-
te de control adecuado que señale el tono y la importancia que la organización 
otorga al tema. Los consejos superiores o directivos son los responsables de 
un ambiente de control sólido, que incluye la gestión de riesgos, el sistema 
de control interno y los procesos de seguimiento a través de la función de 
auditoría. La gestión de riesgos implica la identificación de estos, su evalua-
ción, medición de exposición, seguimiento y reporte. El sistema de control 
interno se encarga de la gestión de los riesgos identificados y la prevención 
de los problemas que pueden derivarse de ellos. Finalmente, el seguimiento 
a la arquitectura de control está a cargo de la función de auditoría, que in-
ternamente es ejercida por un responsable cuyo nombramiento y remoción 
depende directamente de los consejos, y externamente es ejercida por el re-
visor fiscal. Se recomienda igualmente que las organizaciones cuenten con 
una política para la designación del revisor fiscal y con el comité de auditoría 
que apoya constantemente los consejos superiores o directivos. 
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2.6. Sobre el seguimiento a la implementación de buenas prácticas  
en las ies colombianas

Todos los códigos desarrollados en el ámbito global a nivel país ofrecen un 
conjunto de recomendaciones de implementación voluntaria, pero en la ma-
yoría de estos se exige el reporte periódico de la implementación por parte 
de las organizaciones sujetas a él, y la explicación en el caso en que se decida 
la no adopción de una recomendación en particular (MacNeil y Li, 2006). Lo 
anterior genera diferentes beneficios. Primero, permite evidenciar cuáles reco-
mendaciones se adoptan rápidamente y cuáles representan desafíos para las 
organizaciones. Segundo, genera disciplina por parte de las organizaciones 
sujetas al código. Tercero, produce un entendimiento para el emisor del código 
respecto a las razones de no implementar algunas recomendaciones, y si estas 
se sustituyen por prácticas alternativas eficientes y que atienden el principio 
de buen gobierno que se quiere implementar (Trujillo y Guzmán, 2017).

Consideramos que el men debe solicitar a las ies un reporte anual sobre 
la implementación de las recomendaciones incluidas en la política pública 
para el mejoramiento del gobierno de las ies. De esta manera se logrará que 
el Acuerdo se convierta en un instrumento efectivo de reflexión sobre las 
prácticas de gobierno en estas instituciones. Además, la adopción voluntaria 
respeta la autonomía universitaria, pero la explicación de la no adopción de 
algunas de las recomendaciones permite al men en particular, y a la sociedad 
en general, desarrollar control sobre las ies como prestadoras de un servicio 
público de especial interés para el desarrollo económico y social del país.

3. Comentario de cierre

En este artículo hacemos un análisis a la evolución de la discusión sobre la 
importancia de las buenas prácticas de gobierno para las ies colombianas, 
tanto oficiales como privadas. También, resaltamos las fortalezas de la política 
pública para el mejoramiento del gobierno en las ies recientemente promul-
gada por el cesu. Finalmente, hacemos sugerencias puntuales de oportuni-
dades para fortalecer la política en mención. Específicamente, proponemos 
recomendar la elaboración de las políticas para el manejo de los conflictos 
de intereses, de transacciones con partes relacionadas y de relevación de 
información, todas ellas responsabilidad de los consejos superiores y direc-
tivos. Además, resaltamos la relevancia de los reglamentos de los consejos, 
como una herramienta que potencia su correcto funcionamiento, así como 
las bondades de implementar prácticas de evaluación del actuar colectivo 
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e individual de estos órganos de gobierno, para identificar áreas de mejora. 
De igual forma, resaltamos el aporte de los comités que se pueden consti-
tuir en el seno de los consejos, en especial, del comité de nombramientos y 
remuneración para la selección, compensación y evaluación del desempeño 
del rector y su equipo, así como del comité de auditoría, como parte de la 
arquitectura de control de las ies. Por otra parte, señalamos la importancia 
de tener en cuenta la pluralidad en los órganos de gobierno de las ies priva-
das y la necesidad de ofrecer recomendaciones que lleven a un equilibrio de 
poderes entre los distintos órganos de gobierno. Y, para terminar, sugerimos 
ofrecer recomendaciones dirigidas a contar con un ambiente y arquitectura 
de control adecuados para las ies, al igual que implementar mecanismos de 
reporte por parte de las instituciones que informen al men sobre el avance 
en la implementación de las recomendaciones y las razones o sustento de 
las ies en el caso en que decidan no adoptar una recomendación en especial. 
Consideramos que estos aspectos continuarán consolidando el camino del 
país hacia ies gobernadas de la manera adecuada, y que, gracias a lo ante-
rior, estén en capacidad de prestar un servicio público enmarcado en altos 
estándares de calidad y eficiencia. 

Es posible que el lector, aun después de leer este artículo, se esté pregun-
tando por qué se habla de gobierno corporativo en las ies colombianas, las 
cuales, oficiales o privadas, por ley son instituciones sin ánimo de lucro. Es 
decir, primero, no son empresas o corporaciones con socios o accionistas, y 
no persiguen la generación de utilidades para distribución entre aquellos que 
apoyaron su constitución. Por lo anterior, es necesario aclarar que seguimos 
los planteamientos de Bradford et al. (2018a) y de Restrepo et al. (2012). Para 
estos autores, el uso del marco teórico del gobierno corporativo en el contexto 
del gobierno de las ies implica el reconocimiento de la existencia de conflic-
tos de interés y tensiones de agencia en el interior de estas instituciones y la 
necesidad de mitigarlos para garantizar la efectividad de estas instituciones 
y el uso adecuado de sus recursos. Invitamos especialmente al lector a leer 
la segunda sección del artículo de Bradford et al. (2018a), “Gobierno de la 
educación superior y gobierno corporativo”. 

Entendemos que la responsabilidad primaria de las ies está en la gene-
ración de bienestar social a través de la prestación del servicio público de la 
educación superior, bajo estándares de calidad y eficiencia. Por lo tanto, el 
gobierno de las ies debe ser efectivo y legítimo, generando bienestar para la 
sociedad y teniendo en cuenta las necesidades e intereses de los diferentes 
grupos de interés (Leslie, 1975). Desde esta perspectiva teórica, la adecuada 
gestión de los conflictos de interés se hace pertinente e imprescindible, para 
evitar pérdidas económicas, una inadecuada administración de los recursos 
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y un deterioro de las condiciones bajo las cuales las ies prestan el servicio 
de educación superior. Esto ha sido entendido por aquellos que realizan sus 
estudios sobre las prácticas de gobierno corporativo en las ies, como Méndez-
Beltrán (2015), De Silva y Armstrong (2015), Zaman (2015), Das y Pattanayak 
(2016) y Flórez-Parra et al. (2017, 2018).
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